Leonel Briozzo (49), impulsor de la Ley de Interrupción Voluntaria del embarazo en Uruguay:
“Los pro-vida SOMOS NOSOTROS”

El ginecólogo y académico fue el Subsecretario de Salud de Pepe Mujica e impulsor de la Ley de Interrupción Voluntaria del Embarazo en Uruguay el año 2012, hasta hoy la más liberal de América Latina. Férreo defensor de los derechos sexuales y reproductivos de la mujer, estuvo en Chile la semana pasada en el Seminario de Derechos Sexuales y Reproductivos de la OPS. En entrevista con The Clinic, Briozzo analiza la discusión del aborto en Chile y su actual legislación. “Obligar a una mujer que fue violada a continuar un embarazo es un acto de tortura y el sistema de salud no puede permitirlo”, asegura. 
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La legislación sobre aborto en Uruguay es la más liberal en Latinoamérica ¿no? 

Somos el único país que tiene despenalizada la interrupción voluntaria del embarazo en la totalidad del territorio, por los motivos que la mujer considere. Hay regiones en países, como el caso de México, donde solo en el Distrito Federal se puede interrumpir el embarazo, y está la experiencia también de Colombia donde han implementado el sistema de tres causales, como lo que se quiere impulsar en Chile. 

¿Cuál es la particularidad de la Ley de Interrupción del Embarazo en Uruguay?

Nosotros acá no permitimos el lucro de privados. La interrupción del embarazo es una prestación integral dentro del sistema nacional de salud, por ende está disponible para toda la población. Eso no le gustó mucho a la gente que pensaba que podía ser en clínicas privadas. 

¿Cómo se dio la discusión del aborto en Uruguay? 

Luego del fin de la dictadura se inicia la discusión, en 1989. El aborto es de las banderas que el movimiento popular tenía contra la dictadura militar y eso se mantiene luego en el movimiento social de mujeres, con múltiples proyectos de ley que siempre perdían por goleada en el parlamento. El año 2008 llega un proyecto de ley que incluía la despenalización del aborto, que veta el entonces presidente Tabaré Vásquez (en la actualidad en su segundo mandato presidencial)  y el 2012, en el gobierno de Mujica se vuelve a plantear un proyecto de ley casi con las mismas características, que se vota y se aprueba. En la aprobación tuvo mucha relevancia la agrupación "Iniciativas Sanitarias", que desarrolló, desde el 2000, una estrategia muy original llamada “Reducción de riesgo y daño” y que aún con el aborto penalizado, acompañó a mujeres que decidían interrumpir el embarazo, y de esa manera se reducían los riesgos de morir. También jugaron un rol muy importante los políticos del Frente Amplio y hubo parlamentarios de derecha, del Partido Colorado, que también apoyaron.

Dice que la estrategia llamada “Reducción de riesgo y daño” fue fundamental, ¿en qué consistía?

El modelo es sencillo y se basa en un concepto básico: el secreto profesional. Se asesora a la mujer antes y después de decidir si quiere interrumpir o no su embarazo, lo que no quiere decir dirigirla a tomar ninguna decisión, sino ayudarla a que decida conscientemente, de forma libre, responsable e informada sobre lo mejor para ella. La idea es que la mujer no estuviera sola. Nosotros partimos de una base: para los médicos, lo primero es la ética médica, y después las leyes justas. 

¿Hubo mucha resistencia en la sociedad uruguaya a la ley de aborto? 

Siempre tuvimos claro que había que buscar un camino de menor resistencia y que dar batallas por el todo o nada era una mala idea. Tuvimos que avanzar primero en un modelo de “Reducción de riesgo y daño”, luego en la despenalización, que puede ser total o parcial hasta llegar a la legalización y posteriormente, a retirar la figura legal del aborto y que pase a ser un tema de salud sanitaria. Como esto es una estrategia nueva, mucha gente que tiene los esquemas viejos de la discusión que se dio sobre todo en Europa hace unos veinte años, no lo comprendió y no acompañaban esta estrategia.

¿A qué se refiere cuando dice que el aborto se debería eliminar como figura legal?

Básicamente que sea un acto médico más. En la legislación canadiense se ha hecho eso: la mujer, cuando tiene que gestionar una interrupción del embarazo, concurre al médico o al equipo de salud y ahí se le receta la medicación, ella gestiona el aborto y está afuera del código civil y penal. La figura legal tiene más que ver con las legislaciones latinas. 

¿Es eso posible en países de América Latina?

Esto es un tema sanitario. En eso se basa la ley uruguaya, y yo creo que es factible llegar en algún momento a no plantear la figura legal, sino plantear el hecho sanitario. La meta es que el aborto sea una prestación médica más.

Desde la despenalización del aborto el año 2012 en Uruguay, se han registrado una cantidad de 456 abortos mensuales, aproximadamente unos 7200 por año ¿Cómo se pueden interpretar estos datos?

Uno de los objetivos fundamentales que se logra es que se sabe lo que pasa. Diez años de política de reducción de riesgo y daño, y mejoras notorias en la educación en salud sexual y reproductiva y en preconcepción, ha redundado en que somos uno de los países con menor tasa de abortos del mundo, algo que nos da orgullo y nos demuestra que el camino que elegimos hace más de quince años era el correcto.

¿Cómo ha funcionado esta ley bajo el mandato de un presidente que la vetó, como fue el caso de Tabaré Vásquez?

En junio de 2013 hubo un plebiscito impulsado por instituciones antiderechos que solo reunió el 8% de la votación de la ciudadanía. Por lo cual, el actual presidente dijo que el tema estaba cerrado y estoy convencido de que no va a haber ninguna vuelta atrás con respecto al funcionamiento de esta ley.

En Chile las personas contra el aborto se declaran “pro-vida” ¿Qué opina del uso de este término en la discusión de la despenalización del aborto?  

No le doy la razón a nadie con que estoy en contra de la vida. Estos grupos, lo que han hecho con sus prédicas intolerantes y dogmáticas es generar condiciones para que haya mayor mortalidad materna e infantil. Porque cuando una mujer muere por causa de un aborto inseguro, su familia y sus hijos quedan sin apoyo y aumenta también la mortalidad infantil. Así que no estoy siendo pro-muerte, yo creo que ellos promueven a que haya más abortos, y por tanto, más riesgos de muerte. Los sectores que intentan tener el nombre de pro-vida son en realidad antiderechos, los pro-vida somos nosotros, los que luchamos por la vida y las decisiones conscientes de las mujeres.

¿Qué opina sobre un médico que denuncia a una mujer que se ha realizado un aborto? 

No se puede poner a la mujer en la disyuntiva de consultar y ser encarcelada o no consultar y morirse. Eso, desde mi punto de vista, es antiético, es antiprofesional.

¿Cómo evalúa el proyecto que se está discutiendo en Chile que despenaliza el aborto en tres causales: inviabilidad del feto, riesgo de vida de la madre y violación?

Es un gran paso adelante en pro de los derechos de las personas y en particular de los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres. No puede ser que en un país que aspira a ser desarrollado como Chile, que una mujer con riesgo de vida o que es violada no pueda interrumpir su embarazo. El proyecto de la presidenta Bachelet es sólido y queda claro además que la interrupción es la última alternativa.

Hay una causal en el proyecto de ley chileno que corre más peligro de que no se despenalice, que es la de violación ¿Qué le parece?

Obligar a una mujer que fue violada a continuar un embarazo es un acto de tortura. No me imagino otra manera de definirlo, es un trato inhumano, degradante y el sistema de salud no puede permitirlo. Creo que es de falta de información y sensibilidad pensar que si se despenaliza el aborto por violación las mujeres van a mentir diciendo que fueron violadas. Pensar así violenta mi sensibilidad. La gente que dice eso nunca en su vida ha estado frente a una mujer que fue violada. La causal de violación es un derecho básico, la violación es  lamentablemente una realidad frecuente en América Latina y que se da sobre todo en las adolescentes, en el ámbito intrafamiliar. Ahí tampoco podemos poner la disyuntiva de denunciar, porque muchas veces se denuncia a alguien que está en la familia, donde el daño ya está hecho y donde lo que tiene que hacer el sistema es disminuir el riesgo de que esto se incremente. Lo más ético aquí es acompañar a la mujer en lo que decida.

